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h) Se permita la realización de trámites de tránsito sin el paz y salvo expedido por el 
sistema integrado de información de multas y sanciones por infracciones de tránsito. 

Parágrafo 1°. La intervención de que trata el presente artículo, será ordenada por el 
Superintendente de Puertos y Transporte, hasta por el término de un (1) año, prorrogable 
por un periodo igual, mediante acto administrativo debidamente motivado. La decisión no 
será susceptible de ningún recurso. 

Parágrafo 2°. El acto que ordena la intervención será remitido junto con el expediente 
a la autoridad disciplinaria y/o penal correspondiente para lo de su competencia. En todo 
caso, se solicitará a la Procuraduría General de la Nación que, si lo considera pertinente, 
ejerza la facultad preferente a que se refiere el artículo 277 de la Constitución Política. 

CAPÍTULO III
Procedimiento para la intervención de organismos de tránsito
Artículo 3°. Actuación Administrativa. La actuación iniciará de oficio o a petición del 

Ministerio de Transporte o de cualquier ciudadano o autoridad, mediante acto administrativo 
motivado suscrito por el Superintendente de Puertos y Transporte. Si de los documentos 
anexos a la queja o de las visitas que en ejercicio de la función de inspección y vigilancia 
efectúe la Superintendencia de Puertos y Transporte, o de las averiguaciones preliminares 
realizadas por la misma, se evidencia que existe mérito para adelantar el proceso, se comu-
nicará al Organismo de Tránsito respectivo. 

Parágrafo: El acto administrativo por medio del cual se ordena la correspondiente 
intervención, deberá ser comunicado a la máxima autoridad del orden municipal, distrital 
o departamental a la que pertenezca el Organismo de Tránsito, para lo de su competencia. 

Artículo 4°. Agente Interventor. El Superintendente de Puertos y Transporte designará 
como agente interventor a un servidor público del sector transporte del nivel directivo o 
asesor e informará de esa designación al nominador de la entidad a la que pertenece el 
servidor público designado. 

El Superintendente de Puertos y Transporte también podrá designar por sorteo público 
al agente interventor, escogido de la lista elaborada por esta entidad para el efecto, en cuyo 
caso deberá establecer previamente y mediante acto administrativo de carácter general 
los requisitos, remuneración, competencias y las demás situaciones que se haga necesario 
reglamentar para inscribirse como agente interventor de la Superintendencia de Puertos y 
Transporte. 

Parágrafo 1°. El servidor público designado asumirá sus funciones desde el momento 
de comunicación del acto administrativo que ordena de intervención. 

Parágrafo 2°. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la posesión, el agente 
interventor presentará al Superintendente de Puertos y Transportes un plan de mejoramiento 
que permita subsanar las causales que motivaron la intervención. 

Parágrafo 3°. El funcionamiento del organismo de tránsito se mantendrá bajo la direc-
ción del interventor, sin perjuicio del inicio o continuidad de las actuaciones sancionatorias 
derivadas de las faltas que dieron origen a la intervención. 

Parágrafo 4°. El servidor público que sea designado como agente interventor de un 
organismo de tránsito podrá ser sustituido discrecionalmente, en cualquier momento, por 
el Superintendente de Puertos y Transporte. 

Artículo 5°. Remuneración. El servidor público designado como agente interventor 
seguirá percibiendo el salario que devengue en la Superintendencia de Puertos y Transporte 
o en la entidad del sector de la cual provenga. 

Si la intervención se realiza en un organismo de tránsito ubicado en un domicilio dis-
tinto al del servidor público designado como agente interventor, la designación se hará en 
condición de comisión de servicios. 

Artículo 6°. Terminación de la intervención. Superados los hechos que motivaron la 
intervención, la Superintendencia de Puertos y Transporte lo declarará mediante acto ad-
ministrativo que comunicará a la autoridad municipal, departamental, o distrital a la que 
pertenezca el organismo de tránsito, para lo de sus competencias. 

Del mismo modo se procederá en caso de llegarse al plazo máximo de intervención, 
evento en el cual el agente interventor estará obligado a entregar el plan de mejoramiento 
de que trata el parágrafo 2° del artículo 4° de este decreto, debidamente cumplido. 

Artículo 7°. Entrega del Organismo. Concluida la intervención por superación de las 
causales que dieron origen a la misma, el agente interventor deberá proceder a la entrega 
formal del organismo en un término no superior a quince (15) días, con indicación del in-
ventario de los bienes y relación de las actuaciones y el plan de mejoramiento presentado, 
debidamente cumplido. 

CAPÍTULO IV
Suspensión, suspensión preventiva y cancelación de la habilitación  

de los organismos de apoyo
Artículo 8°. Suspensión preventiva. En ejercicio de la competencia que le asigna el artí-

culo 19 de la Ley 1702 de 2013, la Superintendencia de Puertos y Transporte podrá ordenar 
la suspensión preventiva de la habilitación de un organismo de apoyo al tránsito, hasta por 
el término de seis (6) meses, prorrogables por otro periodo igual, cuando se establezca que 
el servicio o la continuidad del mismo pueden verse alterados; cuando se ponga en riesgo 
a los usuarios, o cuando se pueda afectar o poner en riesgo el material probatorio para las 
actuaciones en curso. 

En todo caso, será el Ministerio de Transporte la entidad competente para expedir el acto 
administrativo por medio del cual se dé cumplimiento a lo ordenado por la Superintendencia. 

Artículo 9°. Suspensión o Cancelación de la habilitación. La suspensión o cancelación 
de la habilitación de los organismos de apoyo al tránsito procederá una vez agotado el 
procedimiento Sancionatorio previsto en el Capítulo III del Código de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo, siempre que se logre establecer, por parte 
de la Superintendencia de Puertos y Transporte, la ocurrencia de las causales establecidas 
en el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 

Parágrafo: La suspensión de la habilitación procederá por el término mínimo de 6 meses 
y hasta por 24 meses, periodo que se graduará teniendo en cuenta los criterios previstos en 
el artículo 50 de la ley 1437 de 2011. 

CAPÍTULO V
Otras disposiciones
Artículo 10. Adicionar un numeral al artículo 7° del Decreto 1016 de 2000, el cual 

quedará así: 
“Artículo 7°. Del Superintendente. El Superintendente de Puertos y Transporte es 

agente del Presidente de la República, de su libre nombramiento y remoción, como Jefe 
del organismo le corresponde ejercer las siguientes funciones: “(...) 

“30. Adelantar el proceso de intervención de los organismos de tránsito, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013 o la norma que la modifique 
o sustituya”.

Artículo 11. Modificar el numeral 3 del artículo 14 del Decreto 1016 de 2000 modificado 
por el artículo 10 del Decreto 2741 de 2001, el cual quedará así: 

“Artículo 12. Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte. Son funciones de 
la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre Automotor, sin perjuicio 
de las que corresponden a las entidades territoriales y demás autoridades, las siguientes: 

(…)
“3. Ejecutar la labor de inspección, vigilancia y control de los organismos de transporte 

terrestre automotor, centros de enseñanza automovilística y de los organismos de tránsito 
excepto la facultad de intervención contemplada en el artículo 19 de la Ley 1702 de 2013, 
conforme lo previsto en las disposiciones legales vigentes y las demás que se implementen 
para el efecto. 

Las solicitudes o peticiones de intervención de los organismos de tránsito serán remitidas 
al Superintendente de Puertos y Transporte.” 

Artículo 13. Vigencias y Derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias en especial los artículos 
4° y 7° del Decreto 1270 de 1991. 

Comuníquese, publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Transporte, 

Cecilia Álvarez-Correa Glen.

Departamento Administrativo  
para la Prosperidad Social

Decretos

DECRETO NÚMERO 1480 DE 2014
(agosto 5)

por el cual se declara el 25 mayo como el Día Nacional por la Dignidad de las Mujeres 
víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto armado interno.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confieren los artículos 189 numeral 11 de la Constitución 
Política, 66 de la Ley 4ª de 1913, en concordancia con los artículos 7° y 9° numeral 5 de 
la Ley 1257 de 2008, 13 y 25 de la Ley 1448 de 2011, 179 de la Ley 1450 de 2011 y 170 
del Decreto 4800 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política en su artículo 11 proclama que el derecho a la vida es 

inviolable; en su artículo 12 contempla que nadie será sometido a desaparición forzada, a 
torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; en su artículo 13 consagra 
que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, y en su artículo 28 garantiza el 
derecho fundamental a la libertad personal. 

Que el Estado colombiano ha adoptado, suscrito y ratificado declaraciones, convenios 
y tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, que reconocen 
los derechos humanos y protegen los derechos de las mujeres. 

Que la Ley 1448 de 2011 se desarrolla en el marco de la justicia transicional, y conforme 
a su artículo 3°, se consideran víctimas “[...] aquellas personas que individual o colec-
tivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1985, 
como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno. […]”. 

Que es obligación del Estado ofrecer especiales garantías y medidas de protección a los 
grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3° de la Ley 
1448 de 2011, como víctimas de violencia sexual, especialmente mujeres. 

Que la Corte Constitucional mediante Auto 092 de 2008 sobre la protección de los de-
rechos de las mujeres víctimas del desplazamiento forzado por causa del conflicto armado, 
expedido en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la 
Sentencia T-025 de 2004, constató el impacto diferencial y agudizado del conflicto armado 
sobre las mujeres del país, dados los riesgos específicos y cargas extraordinarias que les 
impone por su género la violencia armada, resaltando que: 

“[...] las mujeres están expuestas a riesgos particulares y vulnerabilidades específicas 
dentro del conflicto armado, que a su vez son causas de desplazamiento, y por lo mismo 
explican en su conjunto el impacto desproporcionado del desplazamiento forzado sobre las 
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mujeres – a saber: (i) el riesgo de violencia sexual, explotación sexual o abuso sexual en 
el marco del conflicto armado [...]; y que “[...] la pertenencia a organizaciones sociales, 
comunitarias o políticas de mujeres, así como las labores de promoción social, liderazgo 
político o defensa de los derechos humanos, constituyen factores de riesgo para la vida, 
integridad personal y seguridad de las mujeres colombianas en múltiples regiones del 
país (...) las mujeres que adquieren visibilidad pública por el ejercicio de su derecho a 
la participación a través de su desempeño como líderes, miembros o representantes de 
organizaciones de mujeres, representantes de organizaciones sociales o comunitarias, 
promotoras de derechos humanos, educadoras, funcionarias públicas, promotoras de sa-
lud, líderes sindicales y posiciones afines, han sido objeto de homicidios, persecuciones, 
detenciones, retenciones arbitrarias, torturas, desapariciones, minas antipersonal, actos 
terroristas, actos de violencia sexual y amenazas por parte de los miembros de los grupos 
armados ilegales […]”. 

Que según certificación expedida por el Director de Registro y Gestión de la Información 
(e), de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, según información 
que reposa en el Registro Único de Víctimas (RUV) con corte al 1° de junio de 2014, del 
total de víctimas reconocidas por delitos contra la Libertad e Integridad Sexual en el marco 
del conflicto armado interno corresponde a 5.440, de las cuales 4.672 son mujeres. 

Que según información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas existen elementos para considerar que las cifras sobre violencia sexual contra 
mujeres en el marco del conflicto armado evidencian un subregistro atribuible, entre otros 
factores, al miedo a denunciar y a que esta violencia se subsume en otros delitos como el 
desplazamiento forzado. 

Que Jineth Bedoya Lima, el 25 de mayo de 2000, en ejercicio de su labor periodística y 
en el marco del conflicto armado sufrió los hechos de secuestro, tortura y violencia sexual, y 
por ello fue reconocida como víctima en el Registro Único de Víctimas, e inició un proceso 
de reparación individual ante la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víc-
timas, solicitando como medida de satisfacción con impacto colectivo que se estableciera 
el “Día Nacional por la Dignidad de las Mujeres víctimas de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado interno”. 

Que Jineth Bedoya Lima es referente público de la voz, lugar, reconocimiento y po-
sicionamiento para las demás mujeres víctimas de este hecho y su historia sirve para que 
la sociedad en su conjunto prevenga y se solidarice frente a las afectaciones que sufren en 
sus proyectos de vida. 

Que el establecimiento del “Día Nacional por la Dignidad de las Mujeres” guarda 
coherencia con el mandato del artículo 149 literal d) de la Ley 1448 de 2011 que establece 
la obligación del Estado de adoptar garantías de no repetición, incluyendo “La prevención 
de violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente ley, para lo cual, ofrecerá 
especiales medidas de prevención a los grupos expuestos a mayor riesgo como mujeres, 
niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, líderes sociales, miembros de organizaciones 
sindicales, defensores de derechos humanos y víctimas de desplazamiento forzado, que 
propendan superar estereotipos que favorecen la discriminación, en especial contra la 
mujer y la violencia contra ella en el marco del conflicto armado”, 

DECRETA:
Artículo 1°. Declaración del Día Nacional por la Dignidad de las Mujeres Víctimas de 

Violencia Sexual en el Marco del Conflicto Armado Interno. Declárase el 25 de mayo Día 
Nacional por la Dignidad de las Mujeres Víctimas de Violencia Sexual en el Marco del Con-
flicto Armado, para reconocer la valentía, trabajo y resistencia de miles de mujeres víctimas 
de violencia sexual; y que tendrá por objeto reivindicar su dignidad y rechazar este delito. 

Artículo 2°. Aplicación. El Gobierno Nacional, a través de la Alta Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víc-
timas, en coordinación con las organizaciones de mujeres, realizará actos conmemorativos 
de difusión y socialización, en todo el territorio nacional en la fecha mencionada. 

Artículo 3º. Vigencia. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 5 de agosto de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior. 

Aurelio Iragorri Valencia.
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, 

Gabriel Vallejo López.

Departamento Administrativo de Ciencia,  
Tegnología e Innovación-Colciencias

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 642 DE 2014
(agosto 1°)

por la cual se derogan las Resoluciones 260 de abril 7, 348 de mayo 15, 360 de mayo 
20 de 2014 y se unifican y establecen las condiciones para el proceso de evaluación de 
los programas, proyectos y demás actividades de Ciencia, Tecnología e Innovación que 

demanden evaluación por pares evaluadores.
La Directora del Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación 

(Colciencias), en ejercicio de sus facultades legales, especialmente las conferidas en el 
artículo 7° de la Ley 1286 de 2009, los artículos 2° y 5° del Decreto 1904 de 2009 y los 
artículos 10 y 32 de la Ley 1530 de 2012, y 

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con la ley 1286 de 2009 el Departamento Administrativo de Ciencia, 

Tecnología e Innovación (Colciencias es el organismo principal de la administración pública, 
rector del sector y del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI), 
encargado de formular, orientar, dirigir, coordinar, ejecutar e implementar la política del 
Estado en la materia. 

Que en desarrollo de las funciones asignadas a Colciencias, se requiere el apoyo per-
manente para realizar la evaluación por pares evaluadores, de todos aquellos proyectos, 
programas y demás actividades de ciencia, la tecnología y la innovación que se sometan 
a su consideración, conforme las competencias asignadas legal o reglamentariamente a 
Colciencias, según se especifica en la presente resolución. 

Que según lo previsto en los numeral 5 del artículo 10, numeral 7 del artículo 11 y el 
numeral 12 del artículo 12 del Decreto 1904 de 2009, corresponde a la Dirección Nacional 
de Fomento de la Investigación, a la Dirección de Gestión de Redes del Conocimiento 
y a la de la Dirección de Desarrollo Tecnológico e Innovación, evaluar los proyectos de 
investigación o de formación de investigadores sometidos a consideración de Colciencias 
o de aquellos que requieran concepto previo para su trámite ante otras instancias y de los 
que se encuentren en ejecución. 

Que adicionalmente, según lo dispuesto en los términos del artículo 32 de la Ley 1530 
de 2012, Colciencias, ejerce funciones de Secretaría Técnica del Órgano Colegiado de 
Administración y Decisión del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema 
General de Regalías, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 ibídem, debe 
verificar directamente o a través de terceros que los proyectos de inversión a financiarse 
con recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, cumplan con los requisitos 
establecidos por la Comisión Rectora del Sistema General de Regalías para la aprobación 
de los proyectos por el Órgano Colegiado de Administración y Decisión (OCAD).

Que los OCAD de acuerdo con el artículo 26 de la Ley 1530 de 2012 podrán apoyarse en 
el dictamen de personas jurídicas públicas y privadas, o personas naturales con experiencia 
y reconocida trayectoria e idoneidad, respecto de los asuntos pertinentes con los respectivos 
proyectos y para verificación de requisitos Colciencias debe contar con el dictamen de per-
sona jurídica o natural con experiencia, trayectoria e idoneidad, sobre la calidad científica 
y técnica del programa o proyecto, según lo previsto en el artículo 8° del Acuerdo 015 de 
2013 de la Comisión Rectora del Sistema General de Regalías. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 6° del Acuerdo 02 de 2011 del Con-
sejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación, corresponde 
a la Secretaría del Consejo, ejercida por Colciencias, coordinar el proceso de verificación 
y evaluación de los proyectos para beneficio tributario que se pongan a consideración del 
Consejo Nacional. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 6° del Acuerdo 02 de 2011 del Con-
sejo Nacional de Beneficios Tributarios en Ciencia, Tecnología e Innovación, corresponde 
a la Secretaría del Consejo, ejercida por Colciencias, coordinar el proceso de verificación 
y evaluación de los proyectos para beneficio tributario que se pongan a consideración del 
Consejo Nacional. 

Que en cumplimiento de lo previsto en el numeral 13 del artículo 12 del Decreto 1904 de 
2009, corresponde a Colciencias atender lo dispuesto en el Decreto 1279 de 2002, referente 
a la indexación y homologación de publicaciones especializadas de ciencia, tecnología e 
innovación realizando la medición de la calidad de estas publicaciones por categorías para 
darle visibilidad, reconocimiento y promoción a la producción científica y tecnológica del país. 

Que teniendo en cuenta que Colciencias para el cumplimiento de las actividades ante-
riormente relacionadas requiere apoyarse en personal externo, idóneo y experto, que preste 
apoyo en los diferentes procesos de evaluación, se hace necesario establecer las condiciones 
para desarrollar tal actividad. 

Que con base en lo anterior, mediante Resolución 260 de fecha 7 de abril de 2014 se 
establecieron las condiciones para el proceso de evaluación de los programas, proyectos y 
demás actividades de ciencia, tecnología e innovación que demanden evaluación por pares 
evaluadores. 

Que el artículo 5° de la mencionada resolución estableció el reconocimiento económico 
a que se haría acreedor un (1) par evaluador por su labor y el artículo 6° determinó los 
gastos de desplazamiento que le serían reconocidos por los días de estadía en el lugar de 
realización del panel. 

Que mediante Resolución 348 de mayo 15 de 2014 se modificó la Resolución 260 en 
el sentido de aclarar el artículo 3° de la Resolución 620 de 2014, indicando que los evalua-
dores prestarán su apoyo de manera independiente y autónoma, bajo su responsabilidad a 
título personal y no en representación de ninguna entidad. La prestación de los servicios a 
Colciencias, no genera relación laboral alguna. Así las cosas, el reconocimiento económico 
a los evaluadores que prestan su colaboración a Colciencias, en los términos de la presente 
resolución, no constituye salario ni ingreso base para cotización al sistema integral de 
seguridad social en salud y pensiones. 

Que mediante Resolución 0360 de mayo 20 de 2014 se modificó la Resolución 260 de 
abril 7 de 2014 en el sentido de clarificar el valor a pagar exclusivamente por el reconoci-
miento por evaluación y separar de este concepto el valor a reconocer por hacer presencia 
en el panel. 

Que se hace necesario modificar la parte relacionada con el reconocimiento económico 
por la elaboración de concepto con asistencia a panel, respecto de aquellos programas, 
proyectos y demás actividades de ciencia, tecnología e innovación que sean o vayan a ser 
financiados con cargo a los recursos del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del 
Sistema General de Regalías y aclarar que sólo habrá lugar al pago de gastos de desplaza-
miento y alojamiento por asistencia al panel, si a ello hubiere lugar. 


